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Resumen

El conflicto armado es una crisis que afecta a Colombia desde hace más de cincuenta 
años. Con el proceso de paz, el contexto empieza a tomar otro rumbo, pero hay un tema 
que no se expone en su real dimensión: la prostitución forzada de mujeres provocada por 
las acciones de los grupos insurgentes en sus zonas de influencia. Para el debido análisis de 
esta problemática es necesario tomar elementos referenciales que permitan comprender las 
propuestas del Acuerdo de Paz en la perspectiva los derechos de las mujeres.

De forma complementaria, se debe tener en cuenta que la mujer en la actualidad 
toma las riendas de su propio destino y empieza a ser constructora de su propia historia, 
artífice y garante de su proyecto de vida en libertad, tras la superación de la vida en confi-
namiento en las selvas colombianas. Situación que debe atender y garantizar el Estado.

Palabras clave: derechos humanos; género; mujer; proceso de paz; prostitución 
forzada; territorio

Introducción

La problemática del conflicto armado interno en Colombia ha sido un 
tema trascendental durante años, teniendo en cuenta que ha dejado millones 
de víctimas, sin discriminación alguna a sexos, razas ni clases sociales (Sierra-
Zamora, 2018). Esta confrontación ha ocasionado graves secuelas, como la 
lucha interminable contra el narcotráfico, la venta de drogas a nivel masivo, 
el desplazamiento forzado y el reclutamiento de menores, entre otras. En este 
mismo sentido, las mujeres han sido víctimas desde la parte activa del conflicto 
armado, en donde la violación de derechos humanos ha sido más que recu-
rrente, puesto que desde muy pequeñas se ven envueltas en prostitución y 
demás crímenes de lesa humanidad (Cubides-Cárdenas et al., 2017).

Entiéndase como crímenes de lesa humanidad los ataques generalizados 
a la población civil, como el secuestro, el exterminio, la violación, etc. Esta 
problemática se convierte en el objeto principal de atención del Estado colom-
biano hasta la fecha (Tokatlian, 2001), teniendo en cuenta el Acuerdo Final 
para la Paz, que centra su atención en las mujeres mediante el enfoque de 
género y la reparación integral como víctimas; no obstante, la realidad que 
vivieron y viven diariamente estas mujeres víctimas es otra.

Como metodología de análisis, se tomó la investigación cualitativa, que 
se basa en construir, naturalizar, unificar y analizar distintos puntos de vista, 
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teorías y doctrinas, con el fin de construir nuevos conceptos para la transfor-
mación y desarrollo de ideales, conceptos y estrategias novedosas. Este tipo de 
investigación atañe a todo lo social, pues le permite al investigador una obser-
vación determinada y centrada, para producir conocimientos desde el interior 
de la realidad que él también vive (Palacios Gómez, 2001).

Por lo tanto, el presente capítulo se va a desarrollar mediante la meto-
dología de investigación cualitativa-propositiva (Palacios Gómez, 2001), con 
el objetivo de analizar las ejecuciones de los mecanismos de control y defensa 
sobre la problemática de prostitución. De acuerdo con esto, se impone el 
siguiente interrogante: ¿Cómo se ejecuta el mecanismo de protección interna-
cional frente a la prostitución forzada que se ha identificado en el posconflicto?

Para el desarrollo del capítulo se establecieron tres ejes temáticos: inicial-
mente, se identifican las generalidades del término prostitución, con lo cual se 
define claramente el concepto de prostitución forzada, con el fin de analizar 
las distintas perspectivas doctrinales que se tienen con respecto este. En un 
segundo momento, se analizan los mecanismos internacionales de protección 
de los derechos de las mujeres respecto del tratamiento que se evalúa en el 
derecho comparado, en particular, los mecanismos de protección de la mujer 
en Colombia. En una tercera etapa, se analiza el Acuerdo Final para la Paz 
frente la problemática de la prostitución. A manera de cierre, se presentan unas 
breves conclusiones.

1.	 Conceptualización del término prostitución

La Sentencia T-736-15 define la prostitución como el reconocimiento a 
personas discriminadas que, por decisión propia u obligada, trabajan con su 
cuerpo en actividades que atentan contra su dignidad humana, igualdad y prin-
cipios (T-736, 2015). Aunque no está reglamentada, la Sentencia T-629-10 
profiere que la prostitución no es ilegal y, aunque en algún momento lo fue, 
esta hoy no es un delito, pero tampoco está regulada. Esto impide que las 
trabajadoras sexuales gocen de los beneficios de un trabajo común y corriente 
que, ante los ojos de la ley, es merecedor de todas las prestaciones sociales 
(T-629, 2010).
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Teniendo esto en cuenta, la práctica de la prostitución en Colombia se ha 
vuelto un tema de gran relevancia, pues muchas mujeres se dedican a ello, pero 
sus derechos laborales no son reconocidos (Betancourt y Cortés, 2011). Por 
otra parte, están los casos de abuso en el contexto del conflicto armado interno, 
pues dentro de este muchas mujeres, en su mayoría campesinas, sufrieron la 
prostitución forzada por parte de distintos grupos al margen de la ley, en este 
caso, las FARC-EP (Cubides et al., 2019).

En efecto, el conflicto armado colombiano tiene “cuerpo de mujer”, 
dado el sometimiento a distintas torturas a la población vulnerable, lo cual 
es inaceptable puesto que está directamente relacionado con la violación de 
derechos humanos, como la dignidad humana, el derecho a la vida, al buen 
nombre, al trabajo digno, a la libertad, etc. (Garay Acevedo y Pérez Guecha, 
2018; Sierra-Zamora y Jiménez-Barrera, 2019).

En Colombia, según el registro único de víctimas (RUV), entre marzo de 
1985 y enero de 2013, se contabilizaron 2 683 355 mujeres víctimas directas 
del conflicto. De este total, se destaca un grupo de 489 687 mujeres que fueron 
víctimas de violación y prostitución forzada (Cadavid, 2014). Con base en 
estos datos puntuales, la presente investigación se centrará en el segundo grupo, 
por lo que se deben tener en cuenta estas cifras en adelante para el desarrollo de 
la presente investigación.

Estas estadísticas permiten identificar que las víctimas no pueden ser 
“medidas” por casos de desaparecimiento o porque registran alguna denuncia 
vinculada al proceso del conflicto armado interno, pues hay muchas mujeres 
que por miedo aun callan esta atosigante verdad, verdad que solo es conse-
cuencia del conflicto armado, que es el resultado de una democracia débil que 
siempre ha tenido el país. En la problemática de afectación a la mujer, como 
sujeto de derechos y como grupo poblacional, Bermúdez-Tapia detalla que 
ellas pueden ser víctimas en tres niveles:

a.	 A nivel individual, especialmente porque contra su persona se han 
ejecutado acciones lesivas que han atacado su dignidad, integridad y 
derechos.

b.	 A nivel colectivo, especialmente porque no son consideradas en 
un nivel o plataforma equivalente a otros grupos poblacionales en 
comparación con el sector masculino de la población nacional. 
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c.	 A nivel difuso, en particular porque el Estado desarrolla de modo 
negligente sus políticas públicas sin lograr equiparar los derechos 
a nivel individual y colectivo de varones y mujeres. En este punto, 
es posible observar que las acciones en el ámbito de los servicios de 
educación, salud, de promoción laboral o atención de emergencias 
sociales, no está debidamente atendido para la mujer como grupo 
poblacional (Bermúdez-Tapia, 2012).

Consecuentemente surge una serie de situaciones que amplía el margen 
negativo hacia las mujeres, y que se convierte en un problema nacional cuando 
se analiza el contexto de atención a las mujeres sometidas a prácticas de pros-
titución durante el conflicto armado interno. Tales situaciones evidencian el 
escaso nivel de atención en este punto con el que ha contado la comunidad y 
las escasas acciones de la administración pública al respecto.

Y no solo allí radica el problema, este también ha sido fiel al resultado 
de una sociedad que creó hombres listos para la guerra, pero, a consecuencia 
de esta, más de dos millones de mujeres tuvieron que reflejar estas atrocidades 
usando como espejo sus vidas y las de sus familias enteras. El resultado de 
esta situación es un problema que afecta a la población en general, pero en 
especial a las sobrevivientes, muchas de las cuales se consideran muertas espi-
ritualmente, porque ninguna reparación podría aliviar el daño que se les ha 
provocado.

La prostitución forzada en Colombia es una violencia fundamentada en 
una cultura machista, dentro de la cual, los hombres suponen que tienen el 
poder de sometimiento sobre las mujeres, pues las consideran inferiores bajo 
un concepto similar al de propiedad. Esta ideología solo ha cobrado vidas de 
personas que nada tienen que ver con ello, de personas que no quisieron ir la 
guerra, pero les tocó vivirla (Casado-Neira y Pérez, 2015).

La región donde se registra una mayor incidencia de este problema social 
es Medellín, pues según estadísticas del RUV, la mayor parte de las víctimas se 
registran allí. Por ser una zona de conflicto constante, allí se da la primera clasi-
ficación de las víctimas. Las víctimas directas son objeto de torturas, despla-
zamiento forzado y violencia sexual, mientras que las víctimas indirectas son 
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los familiares que sufren la muerte, el secuestro, la desaparición y en desplaza-
miento de sus parientes más cercanos, los cuales son obligados a abandonar sus 
tierras y a empezar de cero en lugares en los que no conocen a nadie (Ibáñez y 
Querubín, 2004).

1.1 	 Los mecanismos de protección internacional frente a 
situaciones de práctica ilegal de la prostitución

Esta problemática dejó a grandes rasgos, crisis sociales que reincidieron a 
nivel internacional; tanto así que las convenciones internacionales influenciadas 
por la ONU han sido artífices de distintos tratados para la mujer, dentro de los 
cuales se ha visto desde el punto de vista de los derechos humanos, la interven-
ción de distintos entes controladores generadores de acuerdos (Heim, 2011).

Sin embargo, pese a la persistencia del problema, no fue sino hasta los 
años noventa del siglo pasado que distintos comités internacionales decidieron 
formular acciones contra este fenómeno. Por consiguiente, vale la pena hacer 
una breve revisión histórica de los distintos y más importantes acuerdos al 
respecto desde 1904 hasta el último tratado vigente de la ONU en 2014:

a.	 El primer acuerdo se genera en 1904: “Acuerdo internacional para 
la supresión del tráfico de trata de blancas, prostitución y violación 
de derechos humanos”, firmado en París, con el fin de intervenir y 
asegurar los distintos derechos de niños, niñas y adolescentes que 
estaban siendo traficados con propósitos lucrativos. Este acuerdo 
solo obtiene la firma de 69 países americanos y su objetivo es garan-
tizar los derechos de las distintas víctimas de esta barbarie (ONU, 
1904). 

b.	 El segundo tratado internacional, firmado en 1950, se titula 
“Convenio internacional para la represión de trata de blancas y la 
exportación de prostitución ajena”. Este se enfoca en la prohibición 
de las distintas formas de tráfico, de forma que establece distintas 
medidas de prevención y destinación de fondos a organizaciones 
que se encarguen de personas que han sido tratadas para la restaura-
ción de sus derechos (Garbay, 2004). 
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c.	 El tercer tratado internacional, firmado en 1973, se titula “Convenio 
internacional sobra la eliminación de todas formas de discriminación 
contra la mujer”. Este documento es uno de los más importantes de 
la historia, puesto que tiene como eje no solo las víctimas de prosti-
tución, sino a las mujeres que se dedican a este oficio por voluntad 
propia. Este convenio exige igualdad de derechos para las mujeres 
sin importar las distintas actividades a las cuales estas puedan dedi-
carse. Cuenta con la firma de más de 100 países, incluido Colombia, 
y se refiere a derechos humanos específicos como los derechos repro-
ductivos y el derecho al trabajo (Naciones Unidas, 2014).

d.	 El cuarto tratado internacional, firmado en 1995, se titula 
“Plataforma de acción en Beijing”, que se enfoca en la trata de 
mujeres y la prostitución forzada, la reivindicación y garantía de los 
derechos humanos a mujeres vulneradas, las distintas concepciones 
de género y la importancia de la igualdad (Checa y Acién, 2011).

e.	 Finalmente, está la quinta y última asamblea general del Consejo 
Económico y Social Mundial, la Comisión de Derechos Humanos 
y la Comisión de Condición Jurídica y Social de la Mujer, 2009, 
titulada “Relatoría especial sobre la violencia contra las mujeres y las 
niñas, sus causas y consecuencias”. Este documento tiene en cuenta 
todas las cumbres anteriores, detalla sus modificaciones y reconsi-
dera las distintas concepciones del tráfico de mujeres y su evolu-
ción en la sociedad. A partir de ello, toma medidas contundentes, 
como el compromiso de los gobiernos a nivel nacional e interna-
cional contra el tráfico de menores, el establecimiento de políticas 
en contra del crimen y el total resguardo de los distintos derechos 
de las mujeres, con el fin de garantizarles, desde su nacimiento, una 
vida equitativa, educación y protección. Esta relatoría, a la fecha, 
sigue vigente (Wilson, 1999).

Teniendo en cuenta lo anterior, se puede tener una idea clara de los 
distintos mecanismos internacionales de protección para la mujer víctima 
de prostitución, problema que cuenta con más de 100 000 mujeres afectadas 
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anualmente (Castellanos et al., 2013). El desconocimiento de estos meca-
nismos hace que las víctimas piensen que están solas y que, desde la visión de 
un gobierno casi ausente en esta problemática, tengan miedo de denunciar 
porque piensan que será peor.

Según el movimiento Amnistía Internacional, las trabajadoras sexuales, 
forzadas o no, son enfrentados a discriminación constante y violación de dere-
chos fundamentales (Amnistía Internacional, 2015), dentro de los cuales están  
la “violación del derecho a la dignidad, violación del derecho a la paz, violación 
del derecho a la libertad sexual, violación de distintos derechos civiles”. Todo 
ello está contemplado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
como lo consagra en su “Convención interamericana para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer (Convención de Belem do Para)”:

Artículo 2: se entenderá que la mujer sufre violencia tanto física y sexual como 
psicológica.
[…].
Artículo 5: toda mujer podrá ejercer sus derechos con total libertad, tanto 
civiles como laborales, sin temor a ser rechazada.
[…].
Artículo 7: las mujeres víctimas de tráfico humano con fines de prostitución, 
tendrán que ser cobijadas por privilegios que restituyan sus derechos vulnerados, 
como lo son: tratamiento psicológico por el tiempo que lo requiera, alimenta-
ción y atención médica, preparándola así para reincorporarse a la vida social

Los mecanismos de defensa internacional son una realidad que se le 
atribuye a los distintos países que hacen parte de estos convenios, mas, sin 
embargo, por el desconocimiento y la impopularidad de estos, logra que las 
víctimas no recurran a ellos, ya que son casi como un misterio en medio de un 
estado ausente que no les propicia un ambiente seguro ni siquiera para prever 
estas situaciones (Castles, 2003).

1.2	 Mecanismos de protección nacional frente a casos                           
de prostitución femenina individual o colectiva

Además de los acuerdos internacionales, Colombia como Estado de 
derecho tampoco ha sido indiferente a estas violaciones a los derechos humanos 



Capítulo 4. La atención a las víctimas de prostitución forzada                                                                                  
durante el conflicto armado interno en el posacuerdo 111

y cuenta con una normatividad jurídica llena de garantías y protección para 
las víctimas (Clark, 2001). La prostitución en el conflicto armado hace que la 
historia tenga un matiz triste, pues niñas y mujeres fueron reclutadas y obli-
gadas a desempeñar estas funciones con fines lucrativos y para satisfacer los 
caprichos de los cabecillas de los insurgentes (Daich, 2012).

El eje de enfoque es, que, aunque existen miles de víctimas, el estado 
reglamenta de alguna manera las sanciones pertinentes para los victimarios y 
para las víctimas, garantías de protección y demás. Aunque Colombia es un 
país comprometido en la mayoría de los tratados internacionales, es paradójico 
que el gobierno no ponga su atención en estos temas tan relevantes que han 
aquejado el país por más de una década (Varón-Mejía et al., 2012).

Una de las regulaciones nacionales más importantes respecto de la pros-
titución forzada es la Constitución Política de Colombia que, en su artículo 
17, prohíbe toda clase de esclavitud, servidumbre y trata de seres humanos 
con distintos fines (Constitución Política de Colombia, 1991). El Congreso 
de la República, por su parte, en el 2005 promulga la Ley 985 de 2005, la cual 
vela por las medidas de protección para las personas que han sido víctimas de 
prostitución forzada, dentro de los cuales acentúa los mecanismos de reacción 
inmediata y los privilegios con los que pueda contar esta víctima (Congreso de 
la República, 2005).

La Corte Constitucional, en la Ley 765 de 2002, promueve el 
“Protocolo facultativo de la convención de los derechos de la mujer, rela-
tivos a la venta, prostitución y pornografía”, mediante la Sentencia C-318 
de 2003. Esta ley se encarga de tener como objeto distintas prohibiciones a 
la venta de niños y mujeres, y tiene efectos internacionales, es decir, gracias 
a ella se puede operar sobre territorio extranjero en búsqueda de un nacional 
(Corte Constitucional, 2003).

Ante la existencia pero poca eficacia de estas leyes, mediante esta inves-
tigación se dan a conocer las convenciones de las cuales forma parte el país:

a.	 “Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimi-
nación contra la mujer” (1981): por medio de este documento, el 
Estado se compromete a impulsar medidas de construcción social 
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y cultural con el objeto de reivindicar y estimular el respeto hacia la 
mujer, así como alejarla de cualquier discriminación que afecte de 
cualquier manera el desarrollo de sus facultades como persona y de 
sus derechos (Binstock, 1998).

b.	 “Protocolo facultativo de la Convención de los Derechos del Niño 
relativo a la venta, la prostitución y pornografía infantil, 2000”, 
cuyos artículos establecen, entre otras: definiciones de los distintos 
delitos (art. 3), extraterritorialidad y acción de autoridad nacional 
en el extranjero (arts. 4 y 5). (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 2002).

La autoridad estatal, aunque se ha encargado de regular, permanece 
ausente en la mayoría de estos casos. Pese a su fuerte conexión con los distintos 
tratados internacionales, la víctima puede sentir una falta de protección por 
parte del gobierno nacional. La carencia de control en este aspecto deja mucho 
que desear de parte de los dirigentes y las medidas que se les atribuyen como 
reacción ante estas situaciones (Garavito et al., 2012).

1.3	 La legislación y jurisprudencia nacionales frente al problema 
de la prostitución forzada

Dentro de las leyes nacionales enfocadas en la atención ejemplar de 
víctimas de violencia en el marco del conflicto armado con énfasis en la 
violencia sexual se encuentran las siguientes: Ley 1235 de 2008, mediante la 
cual se garantiza para todas las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el 
ámbito público como en el privado, el derecho de acceder a políticas públicas 
y su respectiva realización; y la Ley 1450 de 2011, que garantiza los derechos 
humanos integrales e independientes de las mujeres y la igualdad de género, 
teniendo en cuenta las particularidades y la población indígena.

De la Corte Constitucional, por su parte, se destacan algunas referencias 
de la jurisprudencia (autos y sentencias), las cuales tienen que ver directamente 
con la violencia de género, la prostitución y el conflicto armado:

a.	 Propone la protección de los derechos fundamentales de las mujeres 
desplazadas por el conflicto armado en el país y previene el impacto de 
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género desproporcional del conflicto Auto 092-2008: armado y el despla-
zamiento forzado.

b.	 Auto 237-2008: Adopción de medidas para la protección de mujeres 
víctimas del desplazamiento forzado por causa del conflicto armado, por 
medio de las cuales se caracterizan los efectos del desplazamiento forzado 
y da respuesta a la falta de apoyo del gobierno sobre estos aspectos.

c.	 Auto 098-2013: Seguimiento de las acciones gubernamentales respecto 
a la prevención, protección y seguridad de mujeres líderes, víctimas del 
conflicto armado (Corte Constitucional, 2019).

d.	 T-234 de 2012: Dentro de esta providencia se estudia el caso de una 
defensora de derechos humanos que ha sido víctima de violencia sexual 
y desplazamiento forzado. La Corte establece que existe una condición 
de vulnerabilidad manifiesta de la mujer, debido a la sociedad patriarcal 
que ha reforzado la discriminación histórica contra las mujeres, por lo 
cual las defensoras de derechos humanos deben gozar de una protección 
reforzada. Aquí se especifica el deber del Estado colombiano de brindar 
medidas de protección a las personas que se dedican a la defensa de los 
derechos humanos con un enfoque de género, atendiendo el impacto 
diferenciado que se presenta hacia las mujeres en el conflicto armado 
(Olaya, 2004).

e.	 C-400 de 2003: Mediante esta sentencia se determinó la constituciona-
lidad de la Ley 589 de 2000 en su artículo 10, §§ 1 y 2. Se consideraron 
constitucionales los tipos penales de genocidio, desaparición forzada, 
desplazamiento forzado y tortura (Vela Caro, 2015).

f.	 T-496 de 2008: Establece el derecho a la seguridad personal, respaldado 
por los artículos 93 y 94 de la Constitución, los que brindan la investi-
dura de derecho fundamental a todos aquellos relacionados con la mujer. 
La sentencia indica su condición de sujetos de especial protección y parte 
de la Ley 975 de 2005, también conocida como Ley de Justicia y Paz 
(Guío Camargo, 2009).

g.	 C-781 de 2012: Reitera los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia 
y la reparación, además de precisar el deber de examinar por parte del 
operador jurídico en cada caso concreto las circunstancias en que se haya 
producido una grave violación de los derechos humanos o del derecho 
internacional humanitario y el contexto en que ocurrieron los hechos 
para determinar la relación cercana y suficiente con el conflicto armado 
interno (Durango Álvarez, 2012).

Como se evidencia, a pesar de que Colombia se ha preocupado por regular 
todas estas conductas ilegales, han habido circunstancias de indiferencia ante 
muchas situaciones, bien por ausencia de conocimiento, bien por el miedo a la 
denuncia (Tirado Acero, 2011).



114 Las consecuencias del conflicto armado interno en el posacuerdo colombiano

2.	 Trascendencia de la mujer en el conflicto                       
y posacuerdo

En Colombia, existen distintos tipos de conflicto armado encabezados 
por las FARC, la cual fue la guerrilla más grande y la que hizo un proceso de 
paz encaminado hacia la erradicación permanente del conflicto (Ibarra Melo, 
2011; Torrijos Rivera y Abella Osorio, 2018). Dentro de esta guerrilla, el rol 
de la mujer se hace bastante importante, ya que al principio solo se reclutaban 
hombres con el fin de tener un ejército fuerte capaz de combatir, pero con el 
tiempo los intereses de los guerrilleros se fueron ampliando, de tal manera que 
el reclutamiento empezó a abarcar a las mujeres desplazadas, sin importar la 
edad. Esto con el fin de satisfacer no solo necesidades de apoyo —por ejemplo, 
en la preparación de la comida—, sino también poder satisfacer sus deseos 
sexuales de manera indiscriminada (Zuluaga-Sánchez, 2013).

Al ser recluidas, estas mujeres (en su mayoría del campo) empiezan a 
sufrir los horrores de la guerra, dentro de los cuales tienen que soportar, entre 
otros, balaceras, estar listas para el combate, cocinar para todos, ser mensa-
jera, comunicadora, distractora, contadora, enfermera, etc. En efecto, a ellos 
les convenía tener mujeres que ayudaran a mantener este círculo económico 
interno, sostenible para cada uno de sus integrantes (Pinzón Paz, 2009).

Durante el desempeño de sus distintas actividades, un porcentaje impor-
tante de mujeres era destinado a labores de prostitución forzada con fines 
lucrativos en zonas aledañas a los frentes de combate. Los cabecillas vestían a 
las mujeres de manera mediante la cual pudieran ser identificadas por el grupo 
en guardia que la iba a llevar. Luego de esto, el dinero producido por aquella 
mujer era tomado por sus acompañantes y entregado directamente al coman-
dante del frente, con el fin de destinar esos fondos a la manutención del grupo 
(Caicedo, 2008).

Las experiencias de violencia de estas mujeres y los constantes vejámenes 
a los que fueron sometidas son indescriptibles y, aun así, siguen en búsqueda 
de luces de esperanza en donde puedan encontrar un camino hacia la libertad; 
dolor y sufrimiento son las palabras que mejor describen las distintas histo-
rias. Sin embargo, esa mujer quedó en el pasado cuando se abrió el proceso 
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de paz del 2012, un proceso que les permite soñar más allá de una selva, 
un proceso que les abre un puente entre una vida y la supervivencia diaria 
(Tirado Acero, 2011).

2.1	 Estadísticas sobre la mujer víctima del conflicto armado 
interno

La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) 
identifica una totalidad de víctimas equivalentes a 7 028 776, de las cuales el 
49,5 % son mujeres de distintas edades. La cifra que más escandalizó está en 
las niñas de 6 a 12 años, con un total de 455 212 niñas recluidas en dichas 
edades. Es impresionante cómo estas pequeñas son llevadas al conflicto desde 
que no tienen noción, las crían a su manera y el producto es una mujer violada, 
vulnerada, escondida en un gran caparazón que le permite ser fuerte ante la 
sociedad, pero débil ante sus propios ojos (Berrío, 2013).

Las estadísticas son verdaderamente escalofriantes, más cuando la mayoría 
de las víctimas son niñas, que han vivido el conflicto sin conocer nada de la 
vida y cuya personalidad se forjó en un ambiente de guerra, dentro del cual 
muchas veces fue víctima de abusos, de atrocidades y de distintas maneras de 
tortura (Hernández y Gras, 2005).

Escuchar testimonios de algunas excombatientes, víctimas también de 
prostitución, resulta verdaderamente desgarrador, de lo que se puede deducir 
una práctica sistemática de la cual la violencia es protagonista. Dentro de la 
sociedad guerrillera solo existe una realidad: la de los hombres que se apropiaron 
de la vida de muchas mujeres como si fueran un objeto. Vivir el conflicto tan 
de cerca es vivir una guerra diaria, tanto contra el civil, como contra el policía 
y el soldado; es tener la incertidumbre de amanecer vivo o no, es el miedo 
constante a la agresión física, verbal y sexual. Es vivir soñando con un fin, es 
vivir con el sinsabor de no querer estar más en esa situación (Meertens, 1995).

3.	 Rol de la mujer en el posacuerdo

Las mujeres víctimas de prostitución y desplazamiento dentro del 
conflicto armado juegan un papel verdaderamente importante, ya que son 
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ellas las artífices y el ejemplo de lo que puede suceder después de la guerra en 
un proceso de justicia y reparación, con el objeto y la decisión de reconstruir 
sus vidas (Grau, 2013). Uno de los puntos importantes para el acuerdo de paz 
es la habilidad con la que ellas se desenvuelven para la prevención y solución 
de conflictos, la disposición y decisión de rehacer sus vidas reubicándose y la 
facilidad para perdonar todo el daño causado durante tantos y tantos años 
(Gómez Suárez et al., 2017).

Pero hay algo que trasciende muchísimo más: la mirada del acuerdo de 
paz desde una perspectiva de género y de equidad, puesto que, según estadís-
ticas del DANE, las FARC estaban conformadas en un 35 % por mujeres. Los 
acuerdos de paz, en consecuencia, se ven en alta medida influenciados por las 
mujeres que vivieron día a día el conflicto armado no solo como prostitutas, 
sino como combatientes, cocineras y mensajeras (Suárez et al., 2016). Así, 
como enfoque principal de los acuerdos de paz en torno a la mujer, se tuvieron 
en cuenta los siguientes ejes principales:

1.	 Igualdad de condiciones en la restitución de tierras en caso de despla-
zamiento forzado. Acción que garantiza acceso a derechos económicos, 
culturales, de vivienda y salud. 

2.	 Participación en resolución de conflictos, participación e instancias de 
decisión. Las formas de activismo en prevención y atención en casos 
de desmovilización y antecedentes de prostitución forzada constituyen 
la mejor manera de tutelar los derechos de aquellas mujeres afectadas 
por el conflicto armado interno que hubieran sido forzadas a ejercer la 
prostitución.

3.	 Adaptabilidad de medidas de protección que atienden los riesgos especí-
ficos de las mujeres.

4.	 El acceso equilibrado a la justicia, a la verdad, a garantías de reparación y 
de no repetición en las distintas formas dentro de las cuales la mujer fue 
agredida.

5.	 El reconocimiento integral y legal a distintas funciones en el poder 
público. (SOFIA, 2019)

Las mujeres víctimas exigieron también ser reconocidas por comités 
ante la JEP, ser reconocidas para desempeñar funciones en la prevención del 
conflicto, no ser reconocidas como víctimas sino como sobrevivientes y enten-
dieron que el fin del conflicto era una oportunidad para trascender del dolor y 
ser tejedoras de cambio, tejedoras de paz (Alzañiz Moscardó, 2009)
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En este acápite, también se dieron distintos puntos mediante los cuales 
se fortalecen los tipos de participación que ejercerán las mujeres víctimas de 
prostitución y conflicto. A las mujeres campesinas, además, se le restablecerá su 
derecho al patrimonio mediante la reforma rural integral. Finalmente se enfa-
tiza en los acuerdos específicos con las víctimas del conflicto (Almagro Iniesta, 
2014). Esto solo demuestra la fortaleza de las tantas mujeres que, aunque 
víctimas de los dolores de la guerra, dan un paso adelante del dolor y siguen 
adelante, trabajando por sus hijos, por sus familias, por ellas mismas y, pese al 
abandono del Estado, por un país mejor.

3.1 	 Los pilares importantes del proceso de paz y la influencia            
de la mujer

Dentro del acuerdo de paz, las mujeres víctimas del conflicto se consi-
deraron prioridad. De esta manera, se les dio la oportunidad de comenzar de 
nuevo y de tener una participación importante dentro de los acuerdos que 
cambiarían la historia colombiana: antes de los mecanismos de protección, 
existieron seis pilares de máxima importancia para la construcción del acuerdo 
(Fisas, 2010):

1.	 Programa de sustitución de cultivos de uso ilícito: Este pilar tiene como 
objetivo restaurar las posibilidades de vida de la mujer víctima y 
desplazada, oriunda del campo, darle la oportunidad de recuperar 
sus cultivos a cabalidad y dentro de la legalidad (Bremer, 2017).

2.	 Medidas de igualdad de género: Se estipula el fortalecimiento de la 
participación y las capacidades de organización de mujeres rurales 
para el apoyo de proyectos. Se garantiza la participación de la 
mujer en la planeación y ejecución para combatir cualquier tipo de 
violencia (Sauceda, 2015).

3.	 Comisión de la no repetición: El establecimiento de esta autoridad 
extrajudicial estará formada por once comisionarios, los cuales se 
encargarán de velar por la integridad del ciudadano, así como por 
la generación de un Estado responsable y activo, gracias a lo cual se 
ejercerán distintos criterios de selección basados en la inspiración de 
la confianza ciudadana (Arzú, 1999).
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4.	 Unidad de búsqueda de personas desaparecidas: Este órgano se encar-
gará de la gestión, investigación y antecedentes con respecto a las 
personas declaradas como desaparecidas y, en caso de fallecimiento, 
la dignificación y restitución de derechos a las familias (Mesa, 2006).

5.	 Tratamiento especial: Este pilar se refiere a que las personas que 
hayan cometido delitos comprobados en el conflicto armado sean 
judicializadas de la manera debida y se le reconozca a la familia de 
la víctima una indemnización y ayuda psicológica durante el primer 
periodo.

6.	 Satisfacción de los derechos de las víctimas: Teniendo en cuenta las 
sanciones previstas, el Estado tendrá como deber principal restituir 
a las víctimas del conflicto, estudiar sus casos y evitar una repetición 
de estos crímenes atroces, por lo cual se tiene en cuenta el estudio 
permanente de comisiones especiales para la restitución transpa-
rente de dichos derechos (Oficina del Alto Comisionado para la 
Paz, 2016).

Estos pilares promueven el buen desarrollo de un acuerdo de paz equi-
tativo, con la esperanza de compilar y generar equidad para las mujeres que 
fueron víctimas y también teniendo en cuenta a la desmovilizada, con el fin de 
buscar un acuerdo bilateral para la no repetición, el compromiso y la oportu-
nidad de cerrar el capítulo de la guerra para siempre (Humanas, 2017).

3.2 	 Mecanismos de protección a la mujer en el proceso de paz

En la etapa de la elaboración del Acuerdo, teniendo en cuenta las habi-
lidades de las mujeres para la prevención del conflicto, se contó de manera 
esencial con su papel en la reconstrucción social y la prevención de una posible 
repetición. Es un gran reto tanto para las víctimas como para las desmovili-
zadas mantener el margen del acuerdo, contando con el cumplimento de las 
dos partes (Sieder y Sierra, 2011).

La mujer líder social, víctima, exguerrillera, desmovilizada y ciudadana 
siempre será un punto fundamental para contar con la posibilidad de crecer y 
de reintegrarse a la vida social de la que un día fue arrebatada, tanto por opción 
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propia como impuesta. Cada mujer cumple una gran función para hacer crecer 
la sociedad. En consecuencia, el proceso de paz colombiano, iniciado el 4 de 
septiembre de 2012, conforma una etapa crucial de la historia colombiana 
para terminar con la guerra interna del país, que ha registrado un periodo 
superior al medio siglo (Niño, 2017).

En el Acuerdo también se tienen en cuenta temas y aspectos importantes 
de la guerra y sus consecuencias, seis de los más importantes son los siguientes: 

1.	 Políticas de desarrollo agrario integral, en donde se garantiza el 
restablecimiento de las funciones del campo, el cultivo y la restitu-
ción del derecho patrimonial a los desmovilizados oriundos.

2.	 Participación política: los exguerrilleros tendrán la oportunidad de 
ocupar cargos públicos con el fin de poder opinar sobre las deci-
siones del país y llevar a Colombia a un mejor futuro, por lo cual el 
Estado garantiza la facilidad y creación de partidos políticos inde-
pendientes dirigidos y conformados por exguerrilleros.

3.	 El fin del conflicto: los victimarios tendrán la oportunidad de desmo-
vilizarse y, mediante mecanismos estructurados de monitoreo, llegar 
a la reincorporación de la vida civil. La desmovilización abre puertas 
importantes a nivel político, pues quien se desmovilice tendrá la 
facilidad de ocupar cinco curules en la Cámara de Representantes y 
en el Senado. 

4.	 Solución al problema de drogas ilícitas, por el cual se promueve 
la sustitución autónoma de cultivos ilícitos, reemplazándolos por 
cultivos que contribuyan al desarrollo de la nación, cultivando así 
en tierras fértiles todo lo que tenga que ver con agricultura legal 
(Mesa, 2014).

5.	 La reparación de víctimas en aras del sistema de verdad, justicia y 
mecanismos judiciales, para la creación del perdón, la no repeti-
ción y el poder seguir adelante. Este punto tiene por objeto la cons-
trucción de una sociedad reconciliada y reparada, dispuesta a salir 
adelante y a construir redes inquebrantables de respeto y tolerancia, 
libre de agresiones y de amenazas. 



120 Las consecuencias del conflicto armado interno en el posacuerdo colombiano

6.	 Implementación, reparación y refrendación. Esta será una comisión 
dedicada a hacer seguimientos sobre el cumplimiento del acuerdo, 
también velará por el impulso de las distintas normas legislativas y 
la transparencia del acuerdo de paz en ejecución (Céspedes-Báez, 
2017).

Entrando en materia, muchas de las disposiciones anteriores fueron 
propuestas por mujeres combatientes y por mujeres víctimas, quienes se asegu-
raron de que los postulados tuvieran bases sólidas y sostenibles para garantizar 
su presencia y la equidad para todas (Esquit y García, 1998).

Uno de los principales compromisos de las mujeres desmovilizadas con el 
gobierno fue no volver a realizar actos de violencia contra la población, en espa-
cial, no vulnerar los derechos de los niños y las niñas. Estas mujeres, líderes del 
cambio, garantizan la seguridad de los habitantes de la nación, actuando como 
receptoras y principales denunciantes ante cualquier movimiento extraño por 
parte de los exguerrilleros (Tobón et al., 2003).

El principio general de estos derechos son el cese al fuego, la dejación 
de armas, la terminación definitiva del conflicto con enfoque de género y la 
reincorporación a la vida civil, por lo cual se dan los siguientes pasos para el 
cumplimento: monitoreo y verificación. Con estas etapas, se fijan días espe-
cíficos para la entrega y quedar en poder del gobierno nacional, con el fin de 
crear una estructura para cerrar el ciclo de la guerra (González, 2017). Después 
de esto, se adoptan los siguientes derechos como mecanismos de protección en 
el proceso de paz:

a.	 Igualdad y enfoque de género: Reconocimiento de las mujeres como 
ciudadanas autónomas, sujetos de derechos que, independiente-
mente de su estado civil, relación familiar o comunitaria, tienen 
acceso en condiciones de igualdad con respecto a los hombres a la 
propiedad de la tierra y proyectos productivos, opciones de finan-
ciamiento, infraestructura, servicios técnicos y formación, entre 
otros. Todo ello, en atención a las condiciones sociales e institucio-
nales que han impedido a las mujeres acceder a activos productivos 
y bienes públicos y sociales (Pascual et al., 2016).
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b.	 Regularización de la propiedad: Lucha contra la ilegalidad en la 
posesión y propiedad de la tierra. Garantía de los derechos de los 
hombres y las mujeres como legítimos poseedores y dueños de 
las tierras, de manera que no se vuelva a acudir a la violencia para 
resolver los conflictos relacionados con estas. Nada de lo establecido 
en el Acuerdo debe afectar el derecho constitucional a la propiedad 
privada (Trigueros, 1994).

c.	 Participación: La planeación, ejecución y seguimiento de los 
planes y programas se adelantarán con la activa participación de 
las comunidades, hombres y mujeres. El objetivo es garantizar la 
transparencia de la rendición de cuentas, la veeduría ciudadana y la 
vigilancia especial de los organismos competentes (Ibarra, 1972).

d.	 Democratización del acceso y uso adecuado de la tierra: Mecanismos 
y garantías que permiten que el mayor número posible de hombres 
y mujeres habitantes del campo sin tierra o con tierra insuficiente 
puedan acceder a ella. Se incentiva el uso adecuado de la tierra con 
criterios de sostenibilidad ambiental, de vocación del suelo, de orde-
namiento territorial y de participación de las comunidades (Aguado, 
1999).

e.	 Garantías para una reincorporación económica y social sostenible: 
Cada uno de los hombres y mujeres antes pertenecientes a las FARC-
EP, a partir de la terminación de las Zonas Verdes Transitorias de 
Normalización (en adelante ZVTN) y durante veinticuatro meses, 
recibirán una renta básica mensual equivalente al 90 % del SMMLV, 
siempre y cuando no tengan un vínculo contractual que les genere 
ingresos (Tovar, 2004).

f.	 Garantías de no repetición: El Estado adoptará las medidas para 
garantizar el esclarecimiento del fenómeno paramilitar, evitar su 
repetición y garantizar el desmantelamiento de las organizaciones 
y conductas criminales responsables de homicidios y masacres, así 
como de la violencia sistemática, en particular, contra las mujeres. 
También desmantelará a quienes atenten contra los defensores de 
derechos humanos, contra los movimientos sociales o políticos, o 
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quienes amenacen o atenten contra las personas que participen en la 
implementación de los acuerdos y la construcción de la paz (López 
y Hernandis, 2018).

g.	 Pacto político nacional: El anhelo del país de alcanzar una paz estable 
y duradera se funda en el reconocimiento de la necesidad de superar 
el conflicto armado. El gobierno nacional y el nuevo movimiento 
político que surja del tránsito de las FARC-EP a la actividad polí-
tica legal se comprometen a promover un Pacto Político Nacional 
que involucre las regiones, los partidos y movimientos políticos, los 
gremios, las fuerzas vivas de la nación, la sociedad organizada, las 
comunidades en los territorios, los sindicatos, el Consejo Nacional 
Gremial y los diferentes gremios económicos, los propietarios y los 
directivos de los medios de comunicación, las iglesias, las confe-
siones religiosas, las organizaciones basadas en la fe y las organiza-
ciones del sector religioso, la academia e instituciones educativas, 
las organizaciones de mujeres y de población LGBTI, las personas 
en condición de discapacidad, los jóvenes, las organizaciones de 
víctimas y de defensoras y defensores de derechos humanos, entre 
otros (Fisas, 2010).

h.	 Complementariamente se creará, por fuera de la Jurisdicción 
Especial para la Paz, un mecanismo judicial que será parte de la 
jurisdicción ordinaria y de la Fiscalía General de la Nación, en el 
cual una unidad especial decidirá lo necesario para su funciona-
miento y la conformación de sus grupos de trabajo e investigación, 
con el fin de promover la participación efectiva de las mujeres.

	 Esta unidad tendrá autonomía para decidir sus líneas de investiga-
ción, llevarlas a la práctica y emprender actuaciones ante cualquier 
jurisdicción (Meneses, 2014), así como generar mecanismos efec-
tivos de atención a los casos de prostitución forzada ocasionada en 
el conflicto armado interno.

	 Esta unidad tendrá como base de funcionamiento la articulación 
de un enfoque investigativo multidimensional, que se ocupe de 
toda la cadena criminal de las organizaciones y conductas objeto 
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de su mandato, incluyendo las conductas criminales que afecten a 
mujeres, niñas, niños y adolescentes. También implementará planes 
metodológicos de investigación especializados respecto a los más 
graves hechos de victimización que las organizaciones y conductas 
objeto de este acuerdo lleven a cabo contra las mujeres, niñas, niños, 
adolescentes y población LGBTI.

i.	 Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política: Este 
sistema desarrollará un nuevo modelo de garantías de derechos 
ciudadanos y protección para los movimientos y partidos políticos, 
incluyendo el movimiento que surja del tránsito de las FARC-EP a 
la actividad política legal (Azkue, 2007).

j.	 Acuerdo de Participación Política: El gobierno nacional garantizará 
la participación en las altas instancias de los partidos y movimientos 
políticos, especialmente de aquellos que hayan sido afectados en 
su seguridad, de las organizaciones de víctimas y las de derechos 
humanos y movimientos sociales, incluidos los de las mujeres (de 
Paz Trueba, 2006).

	 Con el propósito de avanzar hacia la construcción de un modelo 
profesional y técnico del cuerpo de seguridad y protección, la Mesa 
Técnica hará las propuestas correspondientes al gobierno nacional, 
cuyo seguimiento y gestión serán adelantadas por el delegado presi-
dencial. Esto incluye un sistema de formación y entrenamiento, 
de vinculación laboral y de seguridad social. El sistema contará 
con programas formativos en aspectos relacionados con la protec-
ción de las mujeres y de los riesgos específicos que ellas enfrentan 
(ASOTRANS, 2016).

k.	 Implementación de medidas integrales de seguridad y protección: 
En desarrollo de lo establecido en el subpunto 2.2.4 del acuerdo 
de Participación Política, el Programa Integral de Seguridad 
y Protección tendrá en cuenta, en la elaboración del Plan de 
Prevención y Protección, medidas contra la estigmatización, meca-
nismos de difusión amplia, campañas de legitimación y reconoci-
miento de los defensores y defensoras de derechos humanos (tanto 
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en áreas rurales como urbanas), y la creación y difusión en medios 
de comunicación comunitarios y de interés público para temas rela-
cionados con el impulso de los derechos humanos y la convivencia 
(Gherardi, 2006).

l.	 Protocolo de Protección para Territorios Rurales: El Ministerio del 
Interior creará un protocolo especial de protección para las comu-
nidades rurales que fueron afectadas por el conflicto, el cual será 
concertado con las comunidades y organizaciones de cada territorio 
(incluidas las de mujeres) y con el Sistema Integral de Seguridad 
y Protección. Dentro de este protocolo, las comunidades rurales y 
sus organizaciones elaborarán su propio escenario de evaluación y 
definición de riesgos, el cual tendrá en cuenta las condiciones parti-
culares de las mujeres (Mouly, 2016).

m.	 La producción y comercialización de drogas ilícitas y las economías 
criminales han tenido graves efectos sobre la población colombiana, 
tanto en el campo como en la ciudad. Esto ha afectado el goce y el 
ejercicio de sus derechos y libertades, de forma que las mujeres y 
jóvenes han sido afectados de forma particular por estas economías 
criminales (Humanas, 2017, p. 48).

n.	 Un enfoque diferencial de acuerdo con las condiciones de cada 
territorio: el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos 
de Uso Ilícito (en adelante PNIS) que se implemente debe tener 
un enfoque territorial y de género en los términos definidos en la 
Reforma Rural Integral (RRI) (punto 1), es decir, debe reconocer 
y tener en cuenta las necesidades, características y particularidades 
económicas, culturales y sociales de los territorios y las comuni-
dades rurales, en especial, de las comunidades indígenas y afro-
descendientes, y de las mujeres en estas comunidades y territorios, 
así como garantizar la sostenibilidad socioambiental (Calderón y 
Campos Ríos, 2013). El carácter participativo del PNIS permitirá 
elaborar diseños en consonancia con la especificidad y la naturaleza 
socioeconómica de los afectados (Decreto 896, 2017).

o.	 Fortalecer la participación y las capacidades de las organizaciones 
campesinas, incluyendo a las organizaciones de mujeres rurales 
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para el apoyo (técnico, financiero, humano, etc.) de sus proyectos 
(Casares, 2002).

	 El PNIS promoverá la sustitución voluntaria de los cultivos de 
uso ilícito, mediante el impulso de planes integrales municipales 
y comunitarios de sustitución y desarrollo alternativo en el marco 
de la Reforma Rural Integral (RRI), diseñados en forma concer-
tada y con la participación directa de las comunidades involucradas 
(Decreto 896, 2017).

p.	 Acuerdos con las comunidades: Un fundamento indiscutible de 
la solución definitiva al problema de los cultivos de uso ilícito se 
encuentra en el carácter voluntario y concertado y, por tanto, en la 
manifiesta voluntad de las comunidades de transitar caminos alter-
nativos a los cultivos de uso ilícito. El compromiso del gobierno, por 
su parte, es el de generar y garantizar condiciones dignas de vida y 
de trabajo para el bienestar y buen vivir. Con el fin de formalizar ese 
compromiso y la decisión de sustituir los cultivos de uso ilícito, se 
celebrarán acuerdos entre las comunidades, el gobierno nacional y 
las entidades territoriales, antes de la puesta en marcha del programa 
en un territorio (Boer Cueva, 2015).

q.	 Construcción participativa y desarrollo de los planes integrales 
comunitarios y municipales de sustitución y desarrollo alternativo 
(PISDA): En consideración al carácter político, económico, social, 
ambiental y cultural del problema a enfrentar y a los efectos deri-
vados de la falta de desarrollo en las zonas rurales, la economía ilegal 
y la violencia asociada a los cultivos de uso ilícito, se requiere la más 
amplia participación de las comunidades, para formular, ejecutar y 
hacer seguimiento a los PISDA, con lo cual se cumplen los objetivos 
del PNIS (Defensoría del Pueblo, 2017). Para este efecto y el forta-
lecimiento de la democracia local, el municipio y sus autoridades 
deberán jugar un papel protagónico junto a las comunidades.

r.	 Asambleas comunitarias: Con el fin de poner en marcha el proceso 
de planeación participativa de abajo hacia arriba, se apoyarán y 
fortalecerán las asambleas comunitarias, en las cuales habrá partici-
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pación efectiva de hombres y mujeres de la comunidad, y se crearán 
instancias de seguimiento a nivel municipal y de asambleas comu-
nitarias (Boer Cueva, 2015).

s.	 Plan de formalización de la propiedad: Con el fin de promover el 
acceso a la tierra para hombres y mujeres y de incentivar el proceso 
de sustitución de los cultivos de uso ilícito en las áreas donde se 
cumplan los compromisos adquiridos por los cultivadores y culti-
vadoras con el PNIS, se acelerarán los procesos de formalización en 
los términos en que lo indica el Plan de Formalización Masiva de la 
propiedad del que trata el subpunto 1.1.5 de la RRI.

De acuerdo con lo expuesto, se identifica que el Sistema Integral tiene 
un enfoque diferencial y de género, que se ajusta y responde a las caracterís-
ticas particulares de las víctimas en cada territorio y cada población y, en espe-
cial, a las necesidades de las mujeres y de niños y niñas (Rojas, 2012). Dentro 
del proceso, se tienen en cuenta muchísimos más derechos para la mujer, lo 
que resulta de gran importancia y trascendencia, pues fueron postulados por 
mujeres y  llevados hasta la etapa final del acuerdo de paz (Acosta et al., 2017).

Estas mujeres hacen historia, pues demarcan en sus vidas algo que años 
antes era solo un sueño, pero hoy es una realidad. Lo mejor de todo es que 
la mujer fue escuchada y tomada en cuenta como debe ser: una tejedora 
de cambios sociales dispuesta a todo para hacer de su país un lugar mejor 
(Mateos, 2005).

 3.3 	Reparación integral de víctimas

En el contexto del conflicto armado, se presentan situaciones como el 
desarraigo, la muerte, el desplazamiento, las amenazas y demás atrocidades, 
dentro de un marco social en el cual la normalización se hace protagonista día 
a día. Después de los acuerdos de paz y del establecimiento de los mencionados 
artículos, se precede a la restitución de derechos de las mujeres víctimas del 
conflicto armado (Dumitrascu, 2018).

Desde el punto de vista de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, debe existir un estándar esencial de reparación, que se enfoque en 
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restituir de fondo aquellos derechos arrebatados a las víctimas de la guerra. Por 
medio de dicho estándar, se deben tener en cuenta distintos factores perma-
nentes para garantizar el bienestar de las víctimas, porque todos los años que 
duraron en el conflicto no podrán ser recompensados con sumas exuberantes 
de dinero: los derechos no tienen valor económico (Cassinel, 2017). Dentro 
del sistema de la Corte Interamericana se encuentran tres factores importantes 
para obtener este fin: 

1.	 Decisiones de fondo: Se trata de asociar directamente a los afectados 
por la violencia con el respeto, vincular a la víctima directamente 
con una tranquilidad social, que le permita desenvolverse como 
cualquier otro. 

2.	 Decisiones judiciales: Es la actividad del Estado como ente protector, 
garantizando así un castigo para quienes vulneren los derechos de 
sus pares y ocasiones deterioro de la estructura del tejido social (…) 
(Hernández, 2016).

La iniciativa de estas mujeres trajó consigo muchos beneficios ya mencio-
nados anteriormente; pero una parte importante es que, según el Código Penal, 
la reparación integral debe regirse sobre la responsabilidad civil del delito y no 
solo debe ser económica, también acarrea otros tipos de indemnizaciones que 
sean capaces de resarcir el daño a las víctimas. Es por esto que toma tanta rele-
vancia el perdón y la reconciliación, pues estos dos pilares llevarán a la verda-
dera libertad. El papel del Estado es asegurar que, sea cual sea el mandatario, 
los derechos de las víctimas serán debidamente respetados sin importar el paso 
del tiempo (Plata Parada et al., 2015).

Estos derechos no conllevan oportunidades para finalizar el conflicto sola-
mente, sino también garantizan la seguridad económica, física y psicológica de 
las víctimas y los victimarios (Quintero Cordero, 2020). Este programa hace 
parte del sistema integral de restitución, justicia, verdad y reparación, contem-
plado por el Proceso de Paz, un organismo autónomo que veló por la articula-
ción de medidas de reparación con los demás mecanismos judiciales para que la 
paz pueda ser cumplida de forma transparente (Marín y González, 2017).
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Conclusiones

El proceso de paz y los mecanismos de protección internacional tienen 
bastante afinidad, ya que, en los distintos artículos del proceso de paz, se 
evidencia que la garantía y demás postulados son producto de los acuerdos 
anteriores a los que estaba sujeto nuestro país; por tanto, interactúan de gran 
manera con los fines del Acuerdo, el cual tiene como objeto el fin de la guerra 
que aqueja el país.

Es importante que mujeres y excombatientes hayan participado en la 
elaboración del Acuerdo actuando de manera objetiva y haciendo un análisis 
juicioso de lo que les convendría, ya que, la mayoría de los procesos de paz han 
sido liderados por hombres y han dejado de lado las opiniones y beneficios 
a los que las mujeres tienen derecho. Finalmente, el conflicto “tiene cuerpo 
de mujer”, porque ellas constituyen uno de los grupos más afectados y más 
comúnmente invisibilizados.

Como referente principal, todas las mujeres decidieron hablar y denun-
ciar lo que les había ocurrido, lo cual contribuye a dar el primer paso para 
alejarse decisivamente del conflicto. Es evidente que hay que tener mucha 
fuerza para poder asumir un proceso tan difícil, después de que el acuerdo 
parecía una mera utopía para las mujeres cautivas, víctimas del conflicto.

Los mecanismos de protección y sistemas integrales son amplios, sin 
embargo, se espera que no se queden en acuerdos pactados y que se empiece 
una serie de cumplimientos de las partes, tanto víctimas como victimarios. Es 
de suma importancia reconocer que las falencias de muchas normas colom-
bianas se llegan a ver no por falta de ser dictaminadas, si no por la negligencia 
en su cumplimiento (Mustafá Pabón, 2017) y la limitada legitimidad de la 
justicia (Corcione et al., 2019; Žilinčík, 2019).

Las mujeres víctimas de prostitución en etapa de conflicto no solo 
tuvieron que dejarlo todo, también las despojaron de lo único que se supone 
nadie puede arrebatarnos, la dignidad y la esperanza. Esto solo nos deja un 
punto claro: el proceso sin esta intervención no sería más que un acuerdo 
ceñido a las tradiciones sociales que nos acompañan desde siglos atrás. Sería 
retroalimentar una sociedad machista. Por el contrario, este proceso buscaba 
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una equidad y logró demostrar que las mujeres valen, pueden, saben y son 
un ente fundamental para tejer una sociedad libre de guerra. Al final, sola-
mente una cosa queda clara: una guerra que ha dejado tantas heridas abiertas 
puede ser curada con cuatro componentes fundamentales: diálogo, equidad, 
compromiso y respeto.
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